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RESUMEN
A mediados de 2008, la decisión del poder ejecu-
tivo local de crear “complejos hospitalarios” en 
predios de hospitales públicos caracterizados por 
una estructura arquitectónica pabellonal y espa-
cios verdes ajardinados, puso en crisis la política 
pública de gestión del patrimonio hospitalario y 
reabrió en la comunidad escenarios urbanos dis-
pares, en reclamo por sus modos de vida cotidia-
nos, como derecho y estrategia ciudadana. En esta 
perspectiva, nos proponemos reflexionar sobre la 
emergencia del conflicto patrimonial y ambiental 
en torno al espacio verde del hospital público y la 
dinámica del proceso político, en el marco de una 
revisión bibliográfica producida por las ciencias 
sociales, para contextualizar el debate del patri-
monio urbano en el campo de la salud. 
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ABSTRACT
In mid 2008, the decision of the local executive 
power to create “hospital complexes” on grounds of 
public hospitals characterized by an architectural 
structure pabellonal and landscaped green spaces, 
put in crisis management public policy of hospital 
assets and reopened in the community scenarios 
disparate urban, demanding for their way of 
everyday life, such as law and public strategy. 
In this perspective, we propose to reflect on the 
emergence of heritage and environmental conflict 
over the hospital public green space and the 
dynamics of the political process, in the context of 
a literature review produced by the social sciences, 
to contextualize the discussion of urban heritage in 
the field of health.
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INTRODUCCIÓN
Hacia fines de la década del ochenta y durante los no-
venta, América Latina fue escenario de procesos demo-
cráticos que permitieron consolidar transformaciones 
de su sistema representativo, pero a la vez, la presen-
cia de factores como “la masiva introducción de la in-
seguridad en la vida de la gente, la mayor conciencia y 
capacidad de reflexión crítica de la población, el sur-
gimiento de nuevos valores como el medio ambiente, 
el debilitamiento universal de las ideologías políticas 
y la concentración de la gente en asuntos que afectan 
su vida” (Sabatini, 1997: 81), propiciaron el surgimien-
to de una nueva realidad política. En ese contexto, los 
cambios socio-territoriales en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, estuvieron sujetos a procesos de expan-
sión y transformación urbana, que se profundizaron 
durante la década del 2000, caracterizando un “mapa 
social” de la ciudad en el contexto global (Torres, 
2001)1. “El proceso de globalización torna homogéneos 
1 Este modelo territorial fragmentario se acentuó mediante 
medidas dirigidas a impulsar y promover el desarrollo de industrias 
valores, prácticas y costumbres culturales disímiles” 
(Guimarães, 2002: 57), que se manifiestan en el habi-
tar y expresan desplazamientos de sus habitantes en el 
trabajo, pérdida de identidad cultural que tiende a la 
“gentrificación” (Herzer, 2012) en el espacio urbano. En 
la tendencia por lo homogéneo, se producen tensiones 
entre las economías globales y el desarrollo territorial 
local que afectan la calidad de vida y deterioran los 
valores urbanos (funcional/social/cultural), observán-
dose una crisis de la planificación y de la capacidad de 
gestión política (Sabatini, 1997), que se refleja en diver-
sos ámbitos de la Ciudad, tal lo acontecido en el campo 
de la salud a mediados de 2008. El conflicto en análisis 
surgió a partir de la decisión del poder ejecutivo local 
de impulsar la creación de “complejos hospitalarios” en 
predios de hospitales públicos, tales como el Hospital 
General de Agudos “Bernardino Rivadavia” y el Hospi-
relacionadacon la tecnología, las telecomunicaciones, lo audiovisual; 
como así también, la del turismo y las de desarrollo urbano; las 
que sintetizaron los lineamientos de una voluntad política sobre el 
ordenamiento nodal del territorio vinculado a aspectos económico-
productivos. 
tal de Infecciosas “Dr. Francisco Javier Muñiz”; estable-
cimientos que prestan servicios desde hace más de 100 
años, caracterizados por terrenos de extensa superficie, 
estructura arquitectónica pabellonal y espacios verdes 
ajardinados (intrahospitalarios), que constituyen gran-
des equipamientos a escala urbana y/o regional2. En 
el conflicto, la participación y oposición de diversos 
actores sociales, a través de acciones concretas, puso 
en crisis la política pública de gestión del patrimonio 
hospitalario y reabrió escenarios urbanos dispares en 
la comunidad, en reclamo por sus modos de vida coti-
dianos, como derecho y estrategia ciudadana de ampa-
ro que excedía el discurso oficial. En esta perspectiva, 
nos proponemos reflexionar sobre la emergencia del 
conflicto patrimonial y ambiental en torno al espacio 
verde del hospital público y la dinámica del proceso 
político, explorando las dimensiones de “estructura 
de oportunidades políticas, lógica de acción colectiva, 
estructuras de movilización y repertorio contencioso” 
2Estos espacios hospitalarios se clasifican como Equipamiento Especial 
(E4) por la localización de usos singulares que representan (cfme. 
Código de Planeamiento Urbano, parágrafo 5.4.3.4). 
conceptualizadas por Alonso y Costa (2002), en el mar-
co de una revisión bibliográfica producida por las cien-
cias sociales, cuyas aproximaciones resulten de interés 
para contextualizar el debate del patrimonio urbano 
en el campo de la salud.
LA EMERGENCIA DEL CONFLICTO 
A fines de mayo de 2008, el Gobierno local encomendó 
la realización de obras3 en diversas instituciones hospi-
talarias –entre ellas el Rivadavia y Muñiz–4, presentán-
dolos como “complejos hospitalarios”. El 21 de junio de 
ese año, la prensa escrita mencionó por primera vez5,6, 
la existencia de un proyecto para construir un nuevo 
edificio destinado a centro asistencial de alta comple-
jidad en el Hospital Rivadavia, decisión que implicaba 
afectar su edificio histórico.
El Hospital Rivadavia, al igual que otros establecimien-
tos de salud pública de la Ciudad como el Muñiz7, fue 
concebido como un modelo hospitalario que enfatiza 
la vinculación entre salud y naturaleza, en el que los 
elementos arquitectónicos se integran al diseño y a la 
trama de sus jardines, especies arbóreas y elementos 
decorativos singulares emplazados, conforme los cá-
nones higienistas de fines del siglo XIX en relación al 
uso del suelo.8 
Esa decisión política irrumpió en la escena de la salud 
pública urbana, transparentando disímiles y controver-
tidos intereses que revelaron formas de confrontación 
frente a las posibles acciones sobre el territorio9; en el 
3Mediante el Decreto N° 616/2008 dentro de un plan que preveía el 
diseño, contratación, instrumentación, ejecución, control y fiscalización 
de obras.
4Hospital General de Agudos “Bernardino Rivadavia”, ubicado en 
la Avenida Las Heras 2670, Comuna 2, barrio Recoleta (zona norte). 
Hospital de Infecciosas “Dr. Francisco Javier Muñiz”, ubicado en 





7Entre ellos se encuentran los hospitales Álvarez, Pirovano, Ramos 
Mejía, Tornú.
8El hospital Rivadavia y el Muñiz, emplazados en amplias superficies 
de terreno (42.850 y 127.900 m2 respectivamente), respondieron a la 
tipología pabellonal.
9Fuentes gubernamentales resaltaron que la construcción era 
“irrecuperable” y registraba evidencias de falta de mantenimiento, 
entre las que destacaron que los cables eran de tela y las cañerías de 
la época en que se construyó.
que la participación del Estado, la comunidad hospi-
talaria, las asociaciones gremiales, la universidad, las 
organizaciones no gubernamentales, el sector privado 
empresarial y los medios de comunicación, definieron 
diferentes posiciones en la producción de sus discursos 
y respecto a las representaciones del espacio urbano y 
las políticas públicas. 
El conflicto, según la distinción de Melé (2003), adopta 
dos formas: una de oposición, como reacción de pro-
testa, de los residentes, usuarios y actores políticos re-
ferida a lo ambiental o territorial, y otra que rescata el 
uso de un espacio en el cual se “movilizan los valores 
ambientales en un intento de mantener el statu quo” 
(Melé, 2003: 14), promocionando ciertas prácticas o 
modos de apropiación del territorio. En el quehacer de 
la sociedad contemporánea, “los conflictos sociales se 
salen del tradicional sistema económico-industrial ha-
cia las áreas culturales: afectan la identidad personal, 
el tiempo y el espacio en la vida cotidiana; la motiva-
ción y los patrones culturales de la acción individual 
(Melucci, 1999: 33).
A fines de agosto de 2009, se dejó sin efecto el Decreto 
Nº 616-GCABA-200810, decisión que afectaba al Rivada-
via y, un año más tarde, se dictó el Decreto Nº 604-GCA-
BA-201011 que declaró de Interés Público12 la propuesta 
presentada por Techint S.A.C.I. consistente en una con-
cesión de obra pública por 15 años para desarrollar el 
“Complejo Hospitalario Sur, Muñiz – Udaondo – Ferrer”, 
en el predio del Hospital Muñiz y para el mantenimien-
to de las instalaciones, equipamiento y limpieza de los 
edificios.
Un día después del dictado de este último decreto, el 3 
de agosto de 2010, el Gobierno anunció13 su propuesta 
de unificar las funciones de los hospitales de Infeccio-
sas “Francisco J. Muñiz”, de Rehabilitación Respiratoria 
“María Ferrer” y de Gastroenterología “Dr. B. Udaondo”, 
cerrando los dos últimos y concentrando sus servicios 
10El Decreto había encomendado las obras a la Dirección General 
de Obras de Arquitectura dependiente del Ministerio de Desarrollo 
Urbano, las que se devolvieron al Ministerio de Salud para analizar la 
conveniencia de los proyectos, determinar cuáles contaban con fondos 
para su ejecución y revisar sus especificaciones técnicas
11El Decreto se dictó el 2 de agosto de 2010.




en el primero; utilizando el mismo argumento que el 
que sostuvo para el hospital Rivadavia: los edificios de 
los hospitales Udaondo y Ferrer eran irrecuperables14. 
En este escenario, el conflicto tuvo otro asiento terri-
torial, gestando nuevos entramados que complejizaron 
la temática en disputa. En este sentido, Merlucci refiere 
a que en una sociedad compleja los procesos sociales 
se orientan hacia la diferenciación, variabilidad y el 
exceso cultural, en permanente condiciones de incer-
tidumbre (1999), sin poder transferir las mismas reglas 
en las experiencias que participamos, por lo que tene-
mos la necesidad permanente de producir y adaptar-
nos socialmente. Diversos valores e intereses entran en 
juego por las partes involucradas y porque las contra-
dicciones que generan los actores sociales acerca del 
uso del patrimonio, hacen que éste se convierta en un 
espacio de disputa (García Canclini, 1999) y comple-
jo, que puede ser abordado, según Azuela y Mussetta 
(2009) desde los efectos sociales del conflicto, es decir 
desde su “productividad social” a modo de entender su 
contribución a la formación y transformación social.
En la emergencia del conflicto, la acción colectiva de 
los actores involucrados tanto en el Rivadavia como en 
el Muñiz, respondió a un “sistema de acción multipo-
lar” (Melucci, 1999) que se instrumentó de acuerdo al 
fin, al medio y al ambiente, en el entramado de  po-
sibilidades y obstáculos que construyeron los campos 
de intervención e impacto en sus propias realidades. 
Para ambos hospitales se generaron iniciativas legisla-
tivas15 dirigidas a  catalogarlos con nivel de protección 
edilicia estructural y ambiental, a fin de resguardar sus 
edificios y los espacios verdes públicos de su entorno 
inmediato, las que fueron debatidas y consensuadas en 
la Comisión de Patrimonio de la Legislatura, sometidas 
a audiencia pública y, finalmente, sancionadas por el 
Poder Legislativo local. 
En el caso del Rivadavia, en julio de 2010, las propues-
tas dieron lugar a la Ley 3510 de protección patrimo-
nial que permanece vigente; y para el Muñiz, en agosto 
del mismo año, a la Ley 3537, que fue vetada por el Jefe 
de Gobierno el 8 de septiembre de 201016 con la firma 
14http://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/3-150738-2010-08-05.
html
15Iniciativas legislativas presentadas: Rivadavia (Proyectos 1404-D-
2008 y 2451-D-2008); Muñiz (Proyectos 2450-D-2008 y 3008-D-2008).
16Decreto Nº 707/GCABA/10 - Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma 
del Jefe de Gabinete, el Ministro de Desarrollo Urbano 
y sin la rúbrica del de Salud. La legislatura que podía 
ratificar la iniciativa con dos tercios de los votos o re-
formularla en un nuevo proyecto de ley, sin embargo, 
decidió aceptar el veto el 1 de diciembre de 201117.
LA DINÁMICA DEL PROCESO POLÍTICO 
DEL CONFLICTO
Los conflictos se estructuran simultáneamente en tor-
no a intereses y valores, por lo que para comprender 
su dinámica resulta necesario entender la acción de 
la disputa, dado que ella ocurre alrededor del con-
trol de los bienes y recursos o del poder de generar 
e imponer ciertas definiciones en la realidad (Alonso 
y Costa, 2002). El factor crucial es el tiempo: los con-
flictos tienen historia y no es posible comprenderlos 
considerando únicamente la configuración actual de la 
acción colectiva. La producción de alianzas, adhesión 
a valores, creación/redefinición de identidades no es 
estática, resultan de un proceso. El eje recae sobre el 
proceso político y no sobre eventos; incide sobre tra-
yectorias y no sobre actores. El patrimonio y el medio 
ambiente juegan cada vez un papel más relevante en 
el proceso de territorialización, y las redes de acción de 
la práctica colectiva producen un anclaje espacial que 
representan otra forma de territorialidad (Melé, 2007).
En este sentido, la estructura de oportunidades políti-
cas18 para el caso de los hospitales Rivadavia y Muñiz, 
provocó cambios en el escenario político local, alte-
rando, restringiendo y/o ampliando las acciones entre 
el Estado y la Sociedad, quedando legitimados nuevos 
derechos colectivos vinculados al patrimonio y al am-
biente. La reforma de la Constitución de la Nación Ar-
gentina de 1994, introdujo los “derechos de tercera y 
cuarta generación”, referidos a “optimizar el desarrollo 
de una persona en un ambiente apropiado”; prevé en 
su artículo 41, que las autoridades proveerán a la pre-
de Buenos Aires N° 3505.
17Resolución Nº 402/LCABA/LCABA/11 -Boletín Oficial de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires N° 3821
18Alonso y Costa (2002), recurren a los conceptos de la escuela del 
proceso político para analizar la cuestión ambiental a partir de cuatro 
dimensiones: estructura de oportunidades políticas, lógica de acción 
colectiva, estructuras de movilización y repertorio contencioso. 
servación del patrimonio natural y cultural e incluye 
la acción de amparo para las cuestiones ambientales, 
adhiriendo, nuestro país, a diversos Tratados Interna-
cionales en la materia.19 Asimismo, la Constitución de la 
Ciudad de Buenos Aires, sancionada en 1996, incorpora 
la definición del ambiente como “patrimonio común”, 
el derecho de toda persona “a gozar de un ambiente 
sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo 
en provecho de las generaciones presentes y futuras”.20 
Establece que su política de planeamiento y gestión 
del ambiente urbano debe llevarse a cabo integrada 
a las políticas de desarrollo económico, social y cultu-
ral, contemplar su inserción en el área metropolitana e 
instrumentar un “proceso de ordenamiento territorial y 
ambiental participativo y permanente”21. En esa línea, 
a fines de 2003, se sancionó la Ley 1227 del Patrimo-
nio Cultural de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
(PCCABA)22, que incluye como una de sus categorías a 
los espacios públicos23, “cuyo valor radica en función 
del grado de calidad ambiental, homogeneidad tipoló-
gica espacial, así como de la presencia en cantidad y 
calidad de edificios de valor histórico y de las condi-
ciones espaciales y funcionales ofrecidas para el uso 
social pleno” y a los jardines históricos producto “de la 
ordenación humana de elementos naturales, caracteri-
zados por sus valores estéticos, paisajísticos y botáni-
cos, que ilustren la evolución y el asentamiento huma-
no en el curso de la historia”.24 
El modo en el que se produjo el entrecruzamiento de 
las diversas líneas de intervención, hace a la lógica de 
acción colectiva del proceso conflictivo patrimonial y 
ambiental hospitalario. Estas líneas estuvieron dadas, 
por un lado, a través de los medios de comunicación y 
la política pública implementada por el Gobierno local 
y sus dependencias para poner en marcha el plan de 
19Entre las Convenciones de la UNESCO se encuentran: Convencion 
sobre Tráfico Ilícito de Bienes Culturales (Tratado 19.943, 13/11/1972); 
Convención sobre Protección del Patrimonio Mundial y Natural 
(Tratado 21.836, 6/7/1978); Convención para la Salvaguardia del 
Patrimonio Cultural Inmaterial (Tratado 26.118, 5/7/2006) entre otras, 
como así también, una serie de documentos y Cartas del Consejo 
Internacional de Monumentos y Sitios (ICOMOS).
20 Constitución de la CABA, Art. 26.
21 op. cit., Art. 27, inc. 2.
22Publicada en el Boletín Oficial de la CABA N° 1850 del 05/01/2004.
23Plazas, plazoletas, boulevares, costaneras, calles u otros espacios 
públicos.
24Ley 1227, Art. 4, inc. d) y e).
acción25. La Legislatura de la Ciudad mediante sus Blo-
ques de Diputados, la Comisión de Patrimonio y de Pla-
neamiento Urbano, en la confección de las iniciativas 
legislativas para catalogar con nivel de protección cau-
telar los pabellones y su entorno ambiental, en base a 
los fundamentos presentados por la comunidad hospi-
talaria y los antecedentes producidos por la Universi-
dad de Buenos Aires (UBA), Facultad de Arquitectura, 
Diseño y Urbanismo, en el marco del Proyecto Ciencia 
y Técnica (UBACyT) de Urgencia Social A750.26 En otro 
orden, personal del Rivadavia puso en escena a la Co-
misión de su Museo, mientras que el Director del Muñiz, 
dispuso la constitución del Comité para la creación del 
Museo del Hospital, constituido por personal profesio-
nal y no profesional, entre ellos un representante de 
cada entidad gremial presente en el nosocomio, y dos 
asesores externos vinculados con la temática.27
Las organizaciones no gubernamentales y profesiona-
les (Basta de Demoler y Sociedad Central de Arquitec-
tos), presentaron diversas lógicas de acción en ambos 
hospitales. La asociación Basta de Demoler tuvo visible 
participación en el Rivadavia y planteaba que el edi-
ficio tenía “un alto valor patrimonial y su demolición 
implicaría una pérdida irrecuperable para la ciudad, 
no solamente por su valor arquitectónico del edificio 
en sí, sino porque conserva características peculiares 
de la arquitectura hospitalaria de fines del 1800”28.  Por 
su parte, la Sociedad Central de Arquitectos apareció 
en el conflicto cuando el Gobierno local comenzó a 
considerar el proyecto de “reconstrucción” del Hospital 
Rivadavia, señalando que la obra se efectuaría “preser-
vando algunas edificaciones con valor histórico”,  que 
“los parques y los jardines (…) se �iban� a mantener y 
a restaurar”29 y que se estaba formulando un Concurso 
Nacional -a través de esa Sociedad- a fin de poner en 
valor y refuncionalizar los edificios históricos del no-
socomio.  
En cuanto a las organizaciones gremiales, hubo una ac-
25 Ministerio de Desarrollo Urbano, Ministerio de Salud, SS de 
Planeamiento Urbano, SS de Patrimonio, DG de Obras de Arquitectura 
y DG de Registro de Obras y Catastro.
26 Proyecto UBACyT de Urgencia Social A750, Programación 2006-
2008, Directora Dra. Brisa Varela.




tuación dispar en los casos del Rivadavia y del Muñiz. 
La Asociación de Trabajadores Estatales (ATE-Capital), 
denunció para el Rivadavia que la administración lo-
cal pretendía ““tirar abajo” el hospital para construir 
en parte del predio un centro de “altísima compleji-
dad” y dejar varias hectáreas destinadas a “un negocio 
inmobiliario””30.  
En relación al complejo Muñiz, señaló que “convertir a 
los hospitales monovalentes en un simple servicio den-
tro de otro hospital e�ra� un retroceso, producto de una 
visión acotada de lo que es la salud pública”31, y que 
“e�ra� una aberración desde el punto de vista sanitario” 
juntar “en un mismo lugar establecimientos donde se 
tratan pacientes con distintas afecciones”32. Sin embar-
go, los representantes gremiales de la Asociación de 
Médicos Municipales (AMM), del Sindicato Único de 
Trabajadores del Estado de la Ciudad de Buenos Aires 
(SUTECBA) y de la Unión Personal Civil de la Nación 
(UPCN) manifestaron su apoyo a la propuesta de Te-
chint S.A.C.I. y acordaron con el Ministerio de Salud la 
construcción y traslado de los hospitales Udaondo y 
Ferrer para constituir el Complejo Hospitalario del Sur, 
y no exteriorizaron públicamente una actitud crítica en 
el caso del Rivadavia.
En la lógica de acción del proceso de movilización, 
cada grupo adquirió un control y carácter central en 
el conflicto, en donde las relaciones de poder y disputa 
entre grupos generaron formas dominantes y distinti-
vas en ambos hospitales.  Si bien en la emergencia del 
conflicto el Rivadavia y Muñiz estuvieron signados por 
la dependencia económica al mercado mundial que 
caracteriza, como plantea Villamil, un “estilo de desa-
rrollo ascendente” (Gligo, 2006); el grado de resistencia 
al cambio resultó más dominante en un caso que en el 
otro. La cuestión patrimonial como tendencia univer-
sal de la acción pública urbana, “ya no reposa sobre la 
voluntad de los gobiernos (…) instaura una responsabi-
lidad internacional para con los testimonios de la histo-
ria de la humanidad” (Melé, 1998: 11). 







Rivadavia y Muñiz, hubo estructuras y redes de inter-
dependencia que generaron los grupos para organizar-
se y actuar políticamente. Estas estructuras de movi-
lización mantuvieron en parte formas legitimadas de 
participación que permitieron “ámbitos democráticos 
de liberación” a fin de enriquecer el debate político, 
haciendo hincapié en la importancia de la negociación 
colectiva, la experimentación y el aprendizaje (Callon 
et al., 2001); sin embargo, la incorporación de asuntos 
como la construcción de complejos de alta tecnología 
en el campo de la salud, o lo que representa para la 
gente el patrimonio, en parte abonan una “tecnocra-
tización del debate”, llevando al conjunto a una apa-
rente “automarginación” (Gligo, 2006) haciendo de ello 
cuestiones que no resultan fácilmente o no se repre-
sentan aprehensibles para la comunidad hospitalaria 
y en el discurso político del conflicto. Es por ello que 
García Canclini (1999) refiere al patrimonio desde los 
usos sociales, que involucra la complejidad de cómo la 
sociedad se apropia de su historia, es decir cómo desde 
su gestión local, lo patrimonial forma parte de los “re-
cursos para vivir” (Prats, 2005), de una comunidad y en 
donde el conflicto local se torne una “manifestación de 
reflexividad social” por el patrimonio (Melé, 2007).
En relación a las formas de organización y acción que 
los grupos involucrados generaron para consolidarse 
políticamente, Guimarães refiere “que lo que deter-
mina en definitiva la calidad de vida de una población 
y, por ende, su sustentabilidad, no es únicamente su 
entorno natural sino la trama de relaciones, cinco com-
ponentes que configuran un determinado modelo de 
ocupación del territorio y que configuran el POETA de 
la sustentabilidad” (2002: 64), es decir la interrelación 
entre: población, organización social, entorno, tecnolo-
gía y aspiraciones sociales.
Los actores apoyaron sus acciones basándose en 
las formas de actuar y de pensar disponibles en ese 
contexto y momento histórico, que definieron un reper-
torio contencioso por los recursos simbólicos que dis-
pusieron y la interpretación que hicieron para accionar 
sus argumentos. Si bien el conflicto patrimonial y am-
biental hospitalario instaló públicamente la problemá-
tica, el Rivadavia y Muñiz dan cuenta de un proceso 
de disparidad de intereses y poder político y social, 
evidenciando, una vez más, el disímil tratamiento que 
reciben el sur y el norte de la Ciudad. Este accionar 
produjo la instalación en la agenda política local de lo 
patrimonial en el campo de la salud, no como hecho 
consumado sino como objeto de debate ciudadano y 
de los actores involucrados. En tal sentido, el patrimo-
nio aparece como objeto de reclamo legítimo y límite 
frente a determinadas decisiones políticas, involucrán-
dose en su discusión actores de diversos contextos, 
produciendo un efecto de contención frente al impulso 
de cambios sustanciales planteados sin previa consulta 
desde el poder. 
Los casos del Rivadavia y el Muñiz aparecen en el esce-
nario local en un momento paradigmático y de cambios 
políticos en su jefatura de gobierno, donde “la acción 
pública reviste, más que en otros, la forma de una pro-
ducción de significado y de discurso sobre la ciudad” 
(Melé, 2006: 19) y la carga simbólica como recurso, 
determinan la interpretación para las modalidades de 
actuación frente al conflicto. Por otra parte se vislum-
braron mutaciones en el discurso oficial respecto de las 
políticas públicas y del significado del patrimonio hos-
pitalario, el que fue cambiando de dirección durante 
el desarrollo del proceso político del conflicto, frente 
a la repercusión social obtenida por los actores que se 
oponían a las posiciones de la administración local.
Si entendemos por patrimonio, tal como sostiene Prats 
(1996), una construcción social-política-económica con 
capacidad para representar a través de un sistema de 
símbolos una determinada identidad, en la cual entran 
en juego los criterios de legitimación: naturaleza, his-
toria e inspiración creativa; criterios recurrentes pero 
dependientes de otros relacionados con la selección, la 
activación y la propia variación de los mismos, podría 
establecerse una dinámica de lo incluido y lo exclui-
do en el campo del patrimonio, para lo cual el objeto 
patrimonial sirve de matriz de inclusión y exclusión 
organizando nuestras percepciones. En esta línea, po-
dríamos referir como variables culturales que orienta-
ron a los grupos a interpretar la realidad y reaccionar 
frente al conflicto, la idea del deber de defender de la 
destrucción, de la desaparición, apareciendo el aire, 
el sol, la vegetación y la amplitud del territorio como 
bienes “escasos” en la concepción contemporánea del 
hospital, que requerirían de una lógica de acción que 
visualice la “gestión social colectiva de las escaseces” 
(Lefebvre, 1974) en esos espacios.
Retomando el pensamiento de que los conflictos tie-
nen historia, podríamos referir respecto al Rivadavia y 
Muñiz, siguiendo a Santos que si bien sus formas asegu-
ran la continuidad del tiempo, “lo hacen a través de la 
sucesión de los acontecimientos, que cambian su sen-
tido. El objeto tiene autonomía de existencia, debido 
a su existencia corpórea, pero no tiene autonomía de 
significación” (1997: 132). En este sentido, en cuanto al 
análisis del tiempo como intérprete de la realidad de 
los objetos, Santos distingue la existencia del objeto en 
cuanto a su realidad –valor intrínseco– y el valor del 
objeto en cuanto a su significación como hecho social, 
relacional, al uso que le asigna una sociedad y profun-
diza en sus “diversas edades”, desde el momento que 
se produce, se inserta y se localiza en un lugar preciso. 
Esta distinción parece corresponderse con el análisis 
de Lefebvre (1974) sobre la producción de productos 
(cosas, bienes, mercancías) y la producción de las obras 
(ideas, conocimientos, ideologías, incluso instituciones 
u obras de arte), poniendo en el escenario la conjuga-
ción de lo material y lo simbólico y, por otra parte, nos 
lleva a reflexionar sobre un posible cuarto momento en 
el que se desarrollarían las mutaciones producto del 
envejecimiento de las funciones y las posibles resignifi-
caciones a la luz de las nuevas prácticas y representa-
ciones sociales.
CONSIDERACIONES FINALES
La política pública propuesta para los hospitales 
Rivadavia y Muñiz por el gobierno local, motivó 
la aparición de un escenario de tensión y disputa 
en el que la participación del Estado, la comuni-
dad hospitalaria, las asociaciones gremiales, la 
universidad, las organizaciones gubernamenta-
les, el sector privado empresarial y los medios de 
comunicación jugó diversos roles en cuanto a su 
posicionamiento y protagonismo.
Las relaciones asimétricas de poder que insta-
ladas en el conflicto y la puja de intereses para 
establecer o definir el uso del espacio, no debie-
ran asumirse como simples cuestiones de crisis o 
superación de lo viejo, o como una exacerbada 
mirada hacia la “memoria” reduccionista, dejando 
en segundo plano la apropiación del lugar a través 
de las prácticas y representaciones sociales que se 
manifiestan en la cotidianeidad de esos conjuntos 
hospitalarios, que hacen a la calidad del espacio 
y a sus implicancias en la escala local y regional.
En los modos de generar las estructuras y redes 
para actuar políticamente, las instancias partici-
pativas deberían funcionar como “foros híbridos” 
(Callon et al., 2001), espacios abiertos donde los 
grupos se reúnan a discutir las opciones técnicas 
que implican al colectivo, respetando la confor-
mación heterogénea de los actores involucrados 
(expertos, políticos, técnicos y legos) y posibilitan-
do que las formas de accionar de estos espacios 
permitan el abordaje y aprehensión de las pre-
guntas y de las problemáticas en cuestión. 
La gestión patrimonial y ambiental de estos espa-
cios requiere, además de su visibilidad a fin de su 
activación y presencia en la agenda pública local, 
plantearse la posibilidad de “otra racionalidad” 
(Leff, 2004), capaz de integrar los valores de la 
diversidad cultural, los potenciales de la natura-
leza, la equidad y la democracia, como valores 
que sustenten la convivencia social, la necesi-
dad de una construcción racional del futuro, que 
renueve las utopías, que incluya los aspectos no 
racionales (deseos, aspiraciones, valores) que no 
se reducen a valores de mercado, dado que su in-
tervención conlleva una fuerte carga ideológica 
que incluye valores, costumbres y lealtades de los 
que vivencian el lugar.
Siguiendo el pensamiento de Harvey (1996), la 
gestión del medio ambiente ya no se ve como una 
procedencia exclusiva de los gobiernos. Los Esta-
dos nacionales deben complementarse con las 
organizaciones internacionales y los gobiernos 
locales, diversos niveles de gobierno que funcio-
nan a diferente escala deben implicarse como 
socios en la búsqueda de mejores logros para la 
gestión ambiental. Asimismo, la regulación estric-
ta de los derechos de propiedad privada podría 
frenar la acumulación de capital no controlado, si 
no se viera afectada por la influencia del discurso 
del poder económico dominante. 
En este contexto y en consonancia con la línea 
teórica de Eder (1996), podemos afirmar que el 
patrimonio ambiental hospitalario aparece como 
el producto de una construcción social, como un 
proceso dinámico influenciado por aspectos co-
gnitivos, normativos y simbólicos y por la propia 
evolución de la sociedad. De este modo, la mul-
tiperspectividad de actores sociales que interac-
túan en la realidad resulta un aporte destacado 
para la construcción de políticas públicas patri-
moniales; considerando necesaria la apertura de un 
debate reflexivo respecto del patrimonio hospitala-
rio y de la participación y rol de los ciudadanos en 
dicha construcción; accionando disparadores que 
evidencien las debilidades y diferencias existentes 
en el campo de la salud y procurando la búsqueda 
de un espacio igualitario para todas las instituciones 
del sistema de asistencia pública local.
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